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II.- PRESENTACIÓN 
 

La Sala de Gobierno del TSJMU ha aprobado en su sesión de 15/4/20 el presente informe con 
alegaciones y propuestas al Plan de Choque para evitar el colapso de la Justicia tras el fin del estado de 
alarma elaborado por el CGPJ y remitido a tal fin a esta Sala de Gobierno.  

El presente informe es el resultado de un proceso de participación de los miembros de la Carrera 
Judicial destinados en este territorio e integrados, junto con letrados de la Administración de Justicia 
que también han participado en la remisión de propuestas, en los cuatro grupos de trabajo (uno por 
jurisdicción civil, penal, contenciosa y social) creados por esta Sala de Gobierno.  
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Con carácter previo a informar sobre cada una de las medidas incluidas en el Plan de Choque y de 
proponer algunas otras no incluidas en el mismo, la Sala de Gobierno señala con carácter general 
respecto de todo el plan: 

1. Que buena parte de las medidas que se proponen exigen modificaciones legislativas de alto 
calado, necesario consenso o compleja tramitación cuya viabilidad y efectividad no tendrían 
la inmediatez necesaria para afrontar el previsible, masivo e inmediato incremento de entrada 
de asuntos. 

2. Que buena parte de las medidas se sustentan en una reducción de la oralidad y su sustitución 
por la tramitación escrita, lo que constituiría un retroceso histórico. 

3. Que se echan en falta medidas de coordinación y habilitación competencial que permitan la 
adopción inmediata, flexible y adaptada a las circunstancias de cada territorio de aquellas 
medidas reales y efectivas dirigidas a: 

a. Identificar las prioridades más urgentes según jurisdicciones y clases o categorías de 
asuntos, atendiendo a la especificidad local. 

b. Aplicar de forma inmediata más recursos humanos a las áreas o materias identificadas 
como prioritarias, mediante la readscripción de recursos ya disponibles (Jats o jueces 
en prácticas), el refuerzo a través de comisiones de servicio con o sin relevación de 
funciones (tanto en curso como nuevas) y la utilización masiva de los magistrados y 
jueces sustitutos en funciones de refuerzo (con una duración temporal). 

c. Tan importante como habilitar refuerzos judiciales es establecer la necesaria 
coordinación con letrados de la Administración de Justicia, oficinas judiciales y 
fiscales, a fin de que todos los refuerzos y actuaciones vayan coordinados. 

d. Establecer mecanismos más ágiles y más cercanos al territorio (reforzando la iniciativa 
de las Salas de Gobierno) para la adopción de medidas de reorganización interna de 
juzgados y tribunales por la vía de los arts. 347.2 (tribunales de instancia de facto) y 
98.1 (concentración de reparto intra-partido), 98.2 (comarcalización o regionalización 
de repartos), 152.1.1 y 152.2.1 (normas de reparto), todos ellos de la LOPJ. 

4. El Plan de Choque debería ir acompañado de una Memoria económica. 
5. La mayoría de las medidas incluidas en el Plan de Choque obvian un dato fundamental, cual 

es la alta probabilidad de que no se cuente con un escenario de normalidad en el 
funcionamiento de juzgados y tribunales. El Plan no afronta esos escenarios de confinamiento, 
reducción de movilidad y contención de aforos a sedes judiciales, respecto de los cuales es 
necesario anticipar cómo será la prestación del servicio público, haciendo previsiones sobre 
modalidades de teletrabajo para los servidores públicos, rotación de turnos (incluso en 
horarios de mañana y tarde), atención telemática a profesionales y usuarios, acceso remoto 
de éstos a los expedientes judiciales, la celebración del mayor número de actuaciones 
judiciales por videoconferencia, etc. 

6. Se echa en falta la mención de la promoción de la mediación prejudicial e intrajudicial, como 
una de las medidas fundamentales para afrontar el aumento ingente de la conflictividad. 
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III.- ALEGACIONES/APORTACIONES A LAS MEDIDAS INCLUIDAS EN EL PLAN DE CHOQUE 
REMITIDO POR EL CGPJ 

 
 

1. BLOQUE DE MEDIDAS GENERALES 

 

Medida 
número Alegaciones / propuestas / consideraciones 

1.1  
 

1.2 Cualquier concentración en unos pocos juzgados de materias que pueden ser 
conocidas por un número muy superior implica asumir el riesgo de alejamiento de la 
justicia de los ciudadanos y generará problemas con los diversos colegios de 
abogados.  
La unificación de criterios debe de hacerse en segunda instancia a través de los 
mecanismos previstos en el plan como el pleito testigo. 
 

1.3 Para identificar los asuntos o los órganos que exigen medidas de refuerzo deberá 
pedirse informe por el Juez Decano al coordinador de órganos unipersonales o por 
Sala de Gobierno o TSJ al presidente de sala, en cada jurisdicción. Deberá ser 
debidamente retribuido el refuerzo o medida de apoyo. Sería necesario revisar todos 
los asuntos en trámite en Servicio Común de Ordenación del Procedimiento (SCOP), 
lo que puede dificultar la aplicación de la medida. 
Tan importante como habilitar refuerzos judiciales es establecer la necesaria 
coordinación con letrados de la Administración de Justicia, oficinas judiciales y 
fiscales, a fin de que todos los refuerzos y actuaciones vayan coordinados. 
 

1.4 Que las medidas relativas a la eliminación del complemento de productividad 
generan una desincentivación contraria al objetivo buscado de incremento de la 
eficacia. En consecuencia, debería mantenerse el complemento. 
 

1.5 Valoración favorable de la limitación de la extensión de escritos de parte, aunque no 
se aprecia su utilidad en un Plan de Choque como el presente. 
Las resoluciones judiciales no son un problema y su regulación es un tema de alto 
calado que afecta a la independencia judicial. 
 

1.6 Muy difícil de articular y debe tenerse en cuenta que para profesionales es necesario 
un mes inhábil por obvias razones de derecho a las vacaciones y descanso. 
Debería intentarse, por el contrario, concentrar, en la medida de lo posible y salvo 
causa justificada, las vacaciones de todo el personal judicial precisamente en el mes 
de agosto. 
 

1.7   Remisión al punto 1.4. 
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2. BLOQUE DE MEDIDAS PARA EL ORDEN CIVIL  

Medida 
número Alegaciones / propuestas / consideraciones 

2.1 Esta medida tiene un inconveniente importante cual es que puede dar lugar a 
tramitar procedimientos y llegado el momento (audiencia previa o vista del verbal), 
que no se subsane la falta de poder, de tal manera que el ahorro de tiempos que se 
prevé por el CGPJ con esta medida podría no ser real. Tampoco puede olvidarse que 
estos tiempos sirven para la tramitación de otras causas que han entrado 
posteriormente y que sí cumplen con las exigencias de apoderamiento. Surgirían 
problemas añadidos como el de las costas de quien se ve obligado a personarse en 
las actuaciones sin el efectivo poder de representación procesal de la contraparte. Es 
una obligación legal que debe de ser cumplida por la parte, de manera que el retraso 
que se pueda producir afecta fundamentalmente a la propia parte actora. 
 

2.2 La medida es muy acertada,  evitaría litigiosidad y la limitación de costas ahorrará 
incidentes posteriores. Como precisión, se considera oportuno sustituir la expresión 
͞eǆtrajudicial͟ por ͞eǆtraprocesal͕͟ a efectos de que no se considere la conciliación 
como un medio de sustituir el proceso principal, pues de ese modo se duplicarían 
actuaciones judiciales͘ La eǆpresión ͞eǆtraprocesal͟ no deja lugar a dudas de que el 
litigante debe acudir a medios ajenos al Juzgado de 1ª Instancia: requerimientos, 
mediación previa, etc. 
 

2.3 Medida acertada. No obstante, debería de ser extensible no sólo a los juzgados de 
familia sino a todas las medidas de refuerzo actualmente vigentes de cualquier orden 
jurisdiccional. Debería incluirse dentro de las medidas generales. 
 

2.4  
2.5  
2.6 Esta medida debe de ser suprimida. Exige una reforma de la LOPJ de lenta ejecución, 

por lo que carece de toda incidencia en el plan de choque que se pretende realizar. 
La agilidad no puede sustituir el deber constitucional de motivar las resoluciones 
judiciales que no es nada más que expresión del derecho del ciudadano a conocer las 
razones por las que el juez resuelve. El sistema que se propone es contradictorio pues 
excluye los juicios verbales en los que no sea preceptiva la intervención de Letrado; 
retrasaría la celebración de vistas, dado que el juez tendría que dedicar un tiempo 
mayor para el dictado de la sentencia oral y para su adecuada motivación; no se gana 
nada con el hecho de que se retrase a dos días su efectivo dictado oral, excluye los 
procesos de familia; se desconoce por qué se limita sólo a los juicios verbales y  no al 
resto de los procedimientos; no se establece como se articularía el recurso de 
apelación y qué funciones debería realizar la Audiencia Provincial; plantea problemas 
en la certificación de la resolución por el Letrado de la Administración de Justicia al  
trasladar de la oralidad a la escritura razonamientos emitidos por persona distinta 
del que certifica. 
Podría ser una medida para otro tipo de resoluciones diferentes de la sentencia, 
como autos de homologación de acuerdos alcanzados en vista pública, acuerdos 
sobre medidas provisionales en procedimientos de familia, transacciones alcanzadas 
entre las partes. En caso de extenderse a sentencias, sólo podría admitirse en los 
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verbales contra los que no quepa recurso de apelación, limitándose la certificación 
del LAJ al contenido del fallo de cara a una posterior ejecución. 
 

2.7  
2.8 Esta es una medida parcial, y que no resuelve el problema de las comunicaciones 

procesales, que va a ser en el futuro muy difícil, tanto si se realizan por correo como 
por un funcionario de justicia, por las prevenciones a adoptar ante los acercamientos 
personales. No resuelve tampoco si son válidas las notificaciones a un teléfono o a 
un correo electrónico, ni cuándo esta notificación debe entenderse positiva y por ello 
cuando empiezan a computarse los plazos procesales.  
 

2.9 La medida en sí misma es adecuada, aunque resulta necesita una mayor reflexión, 
por lo que no parece adecuada para un plan de coque. Resulta excesivo elevar la 
cuantía a ϭϱ͘ϬϬϬ Φ͘ En todo caso͕ teniendo en cuenta esta cuantía͕ así como las 
materias que se conocerían por este procedimiento (condiciones  generales, 
arrendamientos o propiedad horizontal) harían el juicio verbal el procedimiento tipo 
en lugar del juicio ordinario. En la medida parte de un presupuesto equivocado, cual 
es que los nuevos procedimientos que se incluyan ahora dentro del cauce del juicio 
verbal, puedan resolverse en los tiempos medios que el CGPJ ha tenido en cuenta, 
cuando sin duda, conlleva tramitar procedimientos más complejos por vía de juicio 
verbal lo que comportará mayor dificultad a la hora de la resolución judicial así como 
un mayor número de estos procesos. En la práctica, ello redundaría necesariamente 
en el señalamiento de un menor número de juicios verbales a la semana, con lo que 
la medida no tendría la eficacia esperada. Si parece útil la posibilidad de prescindir 
de la celebración de vista aunque una de las partes la pida, si bien, me parecería más 
garantista, antes de adoptar esa decisión, instar a las partes a justificar la razón de 
dicha solicitud (con expresión de los medios de prueba que habrían de practicarse en 
la vista, por ejemplo). 
 

2.10  
2.11  
2.12  
2.13 El objetivo perseguido con la medida ya se logra, en la inmensa mayoría de los casos, 

a través de las medidas paterno-filiales que las partes solicitan en demanda y 
contestación. Si lo que se pretende es hacer una regulación exhaustiva de las 
cuestiones que puedan surgir en el ejercicio conjunto de la patria potestad a fin de 
evitar los procedimientos para resolver judicialmente eventuales discrepancias 
(artículo 156 del C.C), el número de procedimientos no es muy elevado. De otro lado, 
someter a los Letrados a una exigencia completamente nueva en los territorios donde 
rige el Código Civil, precisamente en este momento, parece contraproducente e 
innecesario. 
 

2.14 La nueva redacción es farragosa, la previsión por el momento, es que muchos de esos 
empeoramientos de la situación económica derivados del COVID sean muy limitados 
en el tiempo, pocos meses, con lo que sería más práctico confiar en la comunicación 
y buena fe de los progenitores, y solo en caso de desacuerdo entre ellos, acudir al 
procedimiento de modificación de medidas en su redacción actual, o incluso, 
someter previamente tales conflictos a mediación. 
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3. BLOQUE DE MEDIDAS PARA LA ESPECIALIDAD MERCANTIL  

 
2.15  
2.16  
2.17 Debería suprimirse esta medida. Sin duda agilizaría, pero es una medida que choca 

con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre la forma de la comunicación 
de la primera noticia del proceso al demandado. No se puede olvidar que el juicio 
monitorio abre la vía ejecutiva en caso de falta de pago u oposición del demandado, 
lo que exige extremas las garantías de efectivo conocimiento del requerimiento de 
pago. 
 

2.18  
2.19  
2.20  
2.21  
2.22 La automática consideración de la admisión de hechos en cualquier declarativo en el 

que el demandado, notificado personalmente de la demanda, haya sido declarado en 
rebeldía, supone una alteración radical del sistema de la rebeldía de la LEC y de la 
distribución de la carga de la prueba, y puede degenerar fácilmente en abusos y 
nulidades. 
 

2.23 Esta medida debe de ser eliminada, ya que prácticamente lo mismo se consigue con 
la actual redacción del artículo 428.3 de la LEC (posibilidad de dictar sentencia 
después de la audiencia previa). Además, la audiencia previa es un acto que, en la 
práctica, en numerosas ocasiones sirve para que las partes puedan acercar posiciones 
y aunque no alcancen un acuerdo en ese momento, muchas veces lo hace posible a 
posteriori. Muchas materias propuestas en el plan de choque suponen un retroceso 
de la oralidad a un nuevo proceso sustancialmente escrito y nuevamente 
burocratizado con sucesivos traslados por escrito a las partes en lugar de actos orales, 
necesariamente más ágiles, incrementando el trabajo en la oficina judicial sin que se 
vean los efectos positivos derivados de esta supresión de trámites orales. 
 

Medida 
número Alegaciones / propuestas / consideraciones 

3.1 Propuesta alternativa. Ante la posibilidad de que AESA no pueda entrar a resolver 
sobre el caso concreto o que las compañías aéreas por razones de estrategia procesal 
de litigación en masa hagan caso omiso a cualquier resolución como pudiera ser 
previsible, se podría estudiar el arbitraje obligatorio y apreciable de oficio por el 
Juzgado o Tribunal ante las Juntas Arbitrales de Consumo. 
 

3.2 Ampliación de la medida. Con ampliación de plantillas y nombramiento de nuevos 
Magistrados de refuerzo. 
 

3.3  
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3.4 Ampliación de la medida a partidos judiciales con dos juzgados de lo mercantil y a 
asuntos relativos a reclamaciones por el cartel de camiones declarado por Decisión 
de la Comisión Europea de 2016 (Case AT.39824 ʹ Trucks). 
 

3.5  
3.6  
3.7 Oposición a la medida que impediría el transparente y ágil funcionamiento del 

sistema de subastas judiciales electrónicas a través del BOE que junto con las reglas 
especiales de subastas concursales aprobadas por los juzgados de lo mercantil de 
Murcia y en coordinación con la Unidad de subastas electrónicas de Murcia funciona 
con resultados altamente satisfactorios debiendo destacarse el escaso coste para el 
concurso de este tipo de subastas. 
El atasco de las liquidaciones en trámite de los juzgados mercantiles no viene 
motivado por una errónea regulación de la subasta en fase de liquidación, sino por la 
carencia de unidades especializadas que gestionen ese trámite y por la fijación de 
condiciones de subasta que agilicen su ejecución. En cualquier caso, la reforma 
legislativa no debiera impedir la aplicación como método principal o subsidiario de la 
subasta judicial ni imponer los trámites de la LEC que son inoperantes para la 
liquidación concursal.  
 

3.8 Es una medida desacertada que conllevaría un objetivo distinto al pretendido porque 
obligaría a celebrar vista en todos los incidentes concursales para decidir si se admite 
o no la prueba cuando en la inmensa mayoría de incidentes no es necesaria la 
celebración de vista y son muy pocos los recursos que se interponen contra las 
resoluciones que deciden sobre la admisión o no de prueba. Si lo que se pretende es 
exclusivamente evitar estos recursos bastaría con prever que contra la providencia 
de admisión de prueba no cabe más que protesta. 
 

3.9  
3.10  
3.11  
3.12 Parece desacertada la posibilidad de que en caso de que la administración concursal 

rechace el reconocimiento del crédito masa, si el Juez apreciara temeridad o mala fe, 
pueda imponer las costas del incidente a la propia administración concursal, pues 
esas costas serian deudas de la masa activa del concurso, según el arts 84 LC, y, y en 
definitiva los perjudicados serían los acreedores. 
 

3.13  
3.14 Es muy frecuente que los Mediadores concursales no acepten el cargo y la medida de 

prever una sanción es acertada. Esa sanción se impondría por el que designe al 
Mediador͕ esto es ;Notario͕ Registrador Mercantil͙Ϳ͕ pero la medida contempla una 
nueva atribución de competencia a los Juzgados de lo Mercantil para conocer de los 
recursos contra esas sanciones que colapsarían más los Juzgados ( recordemos que 
el plan de choque propone, como medida 3.2 atribuir de nuevo la competencia para 
conocer los concursos de persona física no empresaria a los mercantiles), por lo que 
me parecería más acertado que  de esos recursos conociera el colegio profesional 
correspondiente o que fueran sancionados directa y disciplinariamente por estos y 
no por el órgano que los designe. 
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4. BLOQUE DE MEDIDAS PARA EL ORDEN PENAL  

 
3.15  
3.16  
3.17  
3.18  
3.19  

Medida 
número Alegaciones / propuestas / consideraciones 

4.1  
4.2 Disconformes en cuanto a la no documentación de las sentencias sin perjuicio de la 

transcripción de los aspectos precisos para la posterior ejecución. Argumentos: 
- Falta de seguridad jurídica para el ciudadano, especialmente en los casos de 

sentencias condenatorias, en que podría no haber entendido o no recordar 
las penas impuestas. 

- Plantearía otros problemas difícilmente solucionables como por ejemplo 
¿cómo se notificaría a la víctima no personada en el procedimiento 
(conforme al estatuto de la víctima)? ¿enviándole un CD por correo 
certificado? ¿Cómo se enviaría a los Centros Penitenciarios para la ejecución 
de penas de prisión? ¿Cómo se enviaría al Servicio de Gestión de Penas para 
la ejecución de las penas de trabajos en beneficio de la comunidad o cursos 
de violencia de género o de reeducación sexual o cualquier otro tipo o 
tratamientos de deshabituación͍ Todos estos centros necesitan el ͞soporte͟ 
de la sentencia para ejecutar las penas en esas sentencias impuestas. ¿Se 
mandaría el CD a todos esos organismos para su visionado? También se 
plantearía el problema con las víctimas de violencia de género, que acreditan 
su condición de tal entregando la sentencia en todos los tipos de organismos 
administrativos (p. ej. para cobrar la RAI). También a efectos de cancelación 
de antecedentes policiales la documentación de la sentencia (al menos de su 
parte dispositiva) es fundamental, en especial en el caso de sentencias 
absolutorias. 

- Posibles soluciones (en caso de que se mantenga la propuesta, no obstante 
las objeciones dichas): 
1. Documentar únicamente la parte dispositiva. Documentar no es 

transcribir. La tarea de documentación la realizaría el propio Magistrado 
juzgador por un principio de competencia y de seguridad jurídica, al 
margen de que pueda auxiliarse del personal de la Administración de 
Justicia (con modelos o de cualquier otra forma). 

2. Documentar únicamente (en impresos normalizados o no) el delito 
enjuiciado por el que se absuelve o condena, la fecha del hecho, y las 
penas impuestas (en caso de que la sentencia sea condenatoria). Esa 
documentación podría ser (para mayor agilidad) un impreso en que 
únicamente se rellenaría si hay absolución o condena, y, en este último 
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caso, fijar la duración de las penas en las casillas correspondientes. Ese 
documento iría firmado por el Magistrado que ha dictado la sentencia. 

Respecto a los Decretos del Fiscal: El control posterior de la conformidad por el Juez 
no parece imprescindible. 
La rebaja de la multa en un 50% por pago en el plazo de diez días: La idea no es mala, 
aunque el porcentaje podría ser excesivo. 
 

4.3  
4.4 Las decisiones sobre despenalización/penalizacion de conductas son difíciles de 

entender como medidas de choque, siendo decisiones de política legislativa. 
 

4.5 Disconformes. Nos remitimos a los comentarios del punto 4.2. 
 

4.6 Disconformes con matices pues, aun cuando eliminaría recursos en las audiencias, no 
puede generalizarse a todas las resoluciones en instrucción. En algunos casos, se 
acortarían los plazos de instrucción, sobre todo en las causas especialmente 
complejas, pero de nada serviría si en segunda instancia hacen valer alguna de las 
resoluciones no atendidas, con lo cual se retrotraería el procedimiento y habría que 
repetirlo en algunos casos. En Derecho penal, la mayor parte de las resoluciones 
afectan a derechos fundamentales, aunque no resuelvan sobre el fondo. 
 

4.7 Conforme en el establecimiento de criterios orientativos de prioridad en los 
señalamientos buscando la uniformidad para todos los juzgados de cada Partido 
Judicial. Ha de tenerse en cuenta que cuándo, cuánto y qué se señala forma parte de 
la potestad jurisdiccional no pudiendo darse órdenes o instrucciones al respecto 
(véanse las dos Sentencia de la Sala III del TS de 01-02-2018) 
En cuanto a la ͞consulta preǀia de disponibilidad de direcciones letradas͟ lo 
consideramos de muy difícil articulación. ¿Qué pasaría si consultas disponibilidad 
(suponemos que extraprocesalmente) y entretanto otro juzgado señala? Una medida 
que podría ser más efectiva es señalar y esperar al transcurso del plazo para pedir la 
suspensión del señalamiento por coincidencia (3 días) antes de librar los despachos 
(citaciones a testigo, entre otras). 
 

4.8 Conformes aun cuando habría que analizar el impacto en otros órganos 
administrativos y la virtualidad práctica en de la misma y sin que signifique en modo 
alguno perder el control por parte del Juez/LAJ de la ejecución. 
 

4.9  
4.10 Conformes, limitando el ámbito del Jurado exclusivamente a los delitos de 

homicidio/asesinato. Asimismo, solo conocerá el Jurado si se trata del único delito 
objeto de acusación, no siendo competencia del Tribunal del Jurado si la causa 
también se sigue por cualquier otro delito conexo contra el/los acusado/s. 
 

4.11 Disconformes, como regla general. Podría establecerse únicamente para las 
absolutorias o conformidades, pero en las condenatorias debe procederse a la 
notificación personal. En la práctica, sería más agilizador eliminar la exigencia de la 
notificación personal del Auto de apertura de juicio oral en los Procedimientos 
Abreviados. 
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5. BLOQUE DE MEDIDAS PARA EL ORDEN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO  

 
4.12  
4.13  

Medida 
número Alegaciones / propuestas / consideraciones 

5.1  
5.2  
5.3 La cuantía de la apelación no debe elevarse, limita garantías y además la cantidad 

fijada͕ ϲϬ͘ϬϬϬ Φ es muǇ eleǀada͕ debe mantenerse la ǀigente de ϯϬ͘ϬϬϬ Φ͘ 
 

5.4  
5.5 No debe tramitarse ningún procedimiento si no se subsanan los defectos advertidos, 

permitir la subsanación hasta demanda puede suponer un retraso considerable pues 
hay que seguir tramitando hasta ese momento procesal sin garantía de si se va a 
subsanar o no. Se podría permitir hasta demanda en casos excepcionales y para 
defectos muy sencillos de subsanar, como es la aportación del poder procesal. 
 

5.6 Limita derechos del justiciable, y competencia de órgano colegiado. El sentido de la 
doble instancia es que se resuelva por tribunal, no por un juez de forma unipersonal. 
 

5.7 No debe limitarse extensión de escritos procesales, afecta al derecho de defensa. 
 

5.8  
5.9  

5.10  
5.11 La redacción del apartado 4 es confusa y contradictoria, y el rechazo de plano de una 

medida cautelar inaudita parte puede vulnerar el derecho a la tutela judicial efectiva. 
Solo en los casos en que se constate con toda evidencia que ni hay razones de 
urgencia ni procede la medida cautelar podrá desestimarse la solicitud, sin oír a la 
parte demandada.  
 

5.12 No se comparte la medida. Se ciñe a los juzgados sin explicación alguna, y además se 
les somete a un control por la Sala en un aspecto estrictamente jurisdiccional. La 
tramitación de recursos de queja supone demoras procesales injustificadas. 
 

5.13  
5.14 Deberá intentarse la necesaria unificación de criterios en órganos unipersonales y 

secciones de sala, a fin de evitar situaciones de desigualdad e inseguridad jurídica. 
Debe dictarse noma reglamentaria a la mayor brevedad. 
 

5.15  
5.16 Artículo 7 LGP, no es una norma procesal, por lo que no puede regular los efectos 

que en el proceso contencioso administrativo pueden tener las situaciones que 
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6. BLOQUE DE MEDIDAS PARA EL ORDEN SOCIAL  

contempla. Producida alguna de ellas, podrán las partes acudir a alguna de las figuras 
procesales ya reguladas, desistimiento, allanamiento o satisfacción extraprocesal, o 
bien acudir a mediación. Lo mismo cabe decir respecto a artículo 7 bis, párrafo 
primero, de la Ley 52/1997. 
 

5.17 El apartado 4 de la Disposición transitoria décima debe mantenerse solo en su primer 
párrafo, suprimir el resto, de modo que la nueva redacción del artículo 78 LJCA sea 
aplicable únicamente a los procedimientos que se incoen a partir de la entrada en 
vigor de la nueva norma, sin excepción alguna. 
 

Medida 
número Alegaciones / propuestas / consideraciones 

6.1 La medida puede ser resultar inadecuada pues la deliberación colegiada de un 
recurso en materia de incapacidad de grado es muy breve y, por el contrario, la 
resolución de los recursos por un solo magistrado comporta un riesgo evidente, como 
es el de la desaparición de los criterios de la sala (existen criterios en relación a los 
diferentes grados de incapacidad permanente) y su sustitución por criterios 
personales diferentes en función de cada ponente. 
 

6.2  
6.3  
6.4 Se debería concretar que la opción ejercitada por el Fogasa tiene preferencia 

respecto a la ejercitada en el mismo sentido por el trabajador. Así mismo, se debe 
concretar que, en caso de ejercicio de la opción por FOGASA, el contrato se extingue 
en la fecha del despido. 
 

6.5  
6.6  
6.7  
6.8  
6.9 Se  debería de  aproǀechar  para  concretar  que se entiende  por ͞todos  o un  gran 

número de trabajadores͕͟ para incluir que͕ también͕ eǆiste esa  circunstancia cuando 
se trata de  todos  o un gran número de trabajadores  de una misma empresa, aunque 
la plantilla de esta no sea excesivamente numerosa, pues de lo contrario ocurre que, 
cuando los diferentes juzgados que han conocido de las demandas individuales han 
adoptado soluciones  dispares ante un mismo problema, el criterio no pueden ser 
unificado. 
 

6.10  
6.11  
6.12  
6.13  
6.14  
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6.15  
6.16  
6.17  
6.18  
6.19  
6.20  
6.21  
6.22  
6.23  
6.24  
6.25  
6.26 Resulta una medida muy desaconsejada en la medida en que incidiría negativamente 

en su fase de formación.  
6.27  
6.28 Se debe ampliar incluyendo los procesos para la impugnación de actos 

administrativos en materia laboral y de Seguridad Social de los artículos 151 y 152 de 
la LRJS, pues el acta de infracción es la prueba documental básica, con la salvedad de 
que el juez pueda acordar la celebración de vista oral cuando lo pidan las partes y el 
juez lo estime pertinente. Se debe concretar que con la demanda y contestación a la 
demanda se ha de aportar toda la prueba documental. 
 

6.29  
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IV.- NUEVAS PROPUESTAS DE MEDIDAS NO INCLUIDAS EN EL PLAN DE CHOQUE REMITIDO 
POR EL CGPJ ELABORADAS EN GRUPO DE TRABAJO COMISIÓN CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVA 

 

 

1. BLOQUE DE MEDIDAS GENERALES 
 

 
PLAN DE CHOQUE ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA 
 

 
GENERAL 
MEDIDA Nº 1 
 

IDENTIFICACIÓN DE LA MEDIDA: Compendio normativo que regule todos los aspectos relativos 
al funcionamiento de la Administración de Justicia ante la eventualidad de escenarios futuros 
de confinamiento o restricción de la movilidad. 
 
TIPO DE MEDIDA:   MEDIDA ORGANIZATIVA DE GENERAL APLICACIÓN 
 
OBJETIVO DE LA MEDIDA: Clarificar anticipadamente el funcionamiento de los órganos y 
tribunales ante la eventualidad de futuros confinamientos o restricción de movilidad, 
aprovechando la experiencia ganada y evitando conflictos competenciales entre 
Administraciones, confusión en los órganos de gobierno del Poder Judicial, incertidumbre 
entre los profesionales y dudas entre la ciudadanía. Deberían regularse pormenorizadamente 
aspectos como: alcance de la suspensión de actuaciones judiciales (si todas o solo las 
presenciales, así como posibilidad de práctica por videoconferencia), identificación de 
servicios esenciales, dotaciones mínimas de personal en los distintos escenarios, alcance de 
la suspensión de plazos y términos procesales y sus efectos sobre habilidad/inhabilidad de 
días, cómputo de plazos y términos suspendidos, régimen de presentación de escritos 
telemáticamente o presencialmente, régimen regulador del teletrabajo, etc. 
 
COLECTIVOS PROFESIONALES AFECTADOS: Jueces, fiscales, LAJs, médicos forenses, 
funcionarios de justicia, Abogados, Procuradores, Graduados Sociales.  
 
ADMINISTRACIONES/COLECTIVOS QUE DEBEN PARTICIPAR EN LA EJECUCIÓN: Ministerio de 
Justicia, CCAA, CPGJ, FGE y colegios profesionales 
 
MEDIDAS NECESARIAS PARA LA EJECUCIÓN: Creación de un grupo de trabajo 
interinstitucional en el sector Justicia para la elaboración de un compendio normativo (o 
instrumento de otra clase) de aplicación a supuestos de confinamiento o restricción de la 
movilidad.  
 
ANÁLISIS DE IMPACTO SOBRE LA SITUACIÓN EXISTENTE: Permitiría reducir la incertidumbre 
sobre cómo actuar ante esas eventualidades, al tiempo que daría ocasión a preparar a la 
organización para tales situaciones con la suficiente anticipación. 
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ANÁLISIS DE IMPACTO PREVISIBLE SOBRE LA SITUACIÓN FUTURA: Aseguraría el adecuado 
mantenimiento del funcionamiento de la Administración de Justicia en todo lo no afectado 
por futuros confinamientos o restricciones de movilidad.  
 
DURACIÓN DE LA MEDIDA: PERMANENTE 
 
NIVEL DE PRIORIDAD/URGENCIA:  ALTA (debido a la alta posibilidad de nuevos confinamientos 
o restricciones de movilidad en los próximos meses)  
 
ANEXO: 
 

 

 
 
PLAN DE CHOQUE ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA 
 

 
GENERAL 
MEDIDA Nº 2 
 

IDENTIFICACIÓN DE LA MEDIDA: Potenciación de los mecanismos alternativos de resolución 
de conflictos, especialmente la mediación prejudicial. 
 
TIPO DE MEDIDA: MEDIDA PARA TODOS LOS ÓRDENES JURISDICCIONALES 
 
OBJETIVO DE LA MEDIDA: Potenciar los mecanismos alternativos de resolución de conflictos, 
Específicamente la mediación prejudicial (para evitar asuntos que puedan solucionarse sin 
necesidad de acudir a un proceso judicial) y también la Intrajudicial. Para encontrar soluciones 
de una forma más rápida, económica y ecológica, conservando o reparando relaciones, 
promoviendo el cumplimiento voluntario de lo acordado y evitando nuevos procedimientos 
o ejecuciones. 
 
COLECTIVOS PROFESIONALES AFECTADOS: Jueces, LAJs, fiscales, abogados, procuradores, 
graduados sociales, mediadores.  
 
ADMINISTRACIONES/COLECTIVOS QUE DEBEN PARTICIPAR EN LA EJECUCIÓN: Ministerio de 
Justicia, CCAA, CPGJ, FGE 
 
MEDIDAS NECESARIAS PARA LA EJECUCIÓN: Reforma legislativa de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil y desarrollo y ejecución de las previsiones de la Ley de Impulso de la Mediación.  
 
ANÁLISIS DE IMPACTO SOBRE LA SITUACIÓN EXISTENTE: Permitiría disminuir el número de 
procedimientos pendientes y sería muy eficaz especialmente en el ámbito de familia y los 
problemas derivados del confinamiento y el régimen de visitas.  
 
ANÁLISIS DE IMPACTO PREVISIBLE SOBRE LA SITUACIÓN FUTURA: Potenciaría el desarrollo de 
una cultura del pacto o la mediación y justificaría la desjudicialización de muchas actuaciones 
en virtud de una solución definitiva del conflicto derivada de la propia voluntad de las partes.  
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DURACIÓN DE LA MEDIDA: PERMANENTE 
 
NIVEL DE PRIORIDAD/URGENCIA:  ALTA   
 
ANEXO: El planteamiento de esta medida se desarrollaría de acuerdo con las siguientes 
medidas:  
 
EN GENERAL 
1. Reforma del turno de oficio para que incluya la asistencia jurídica gratuita en mediación 
2. Reforma de la condena en costas para incluir la posibilidad de considerar mala fe la 

inasistencia a mediación en función de las circunstancias concretas del caso 
3. Incentivo económico para los profesionales que asesoran a las partes, de forma que si se 

alcanza un acuerdo que evita el pleito se le garantiza un porcentaje de sus honorarios 
normales (por ejemplo el 60%) 

4. Mediación previa obligatoria en determinadas materias (familia, herencias, comunidades 
de propietarios y otras). 

5. Que la Sesión Informativa y exploratoria tenga una duración mínima de 2 horas y tenga 
un precio tasado de ϭϬϬΦͬϭϱϬΦ͘ 

  
ESPECÍFICAS DE INTRAJUDICIAL 
1. Que la derivación a mediación compute, vinculada a su resultado, a efectos de 

productividad para Jueces, fiscales y LAJ. 
2. Que los casos derivados a mediación y los resultados de esas derivaciones se incluyan en 

las estadísticas judiciales 
3. Que la Administración de Justicia se convierta en el motor y el espacio para la 

consolidación de mediadores expertos y de calidad y se generen Unidades de Mediación 
(en Servicios Comunes o Decanatos) como la de Murcia, con un Laj y personal de Justicia 
(que puede compatibilizar su colaboración con funciones procesales) y mediadores 
externos que puedan adquirir experiencia tutelada y supervisada y con una compensación 
económica. (puntos 5 y 6) 

4. Que se reconozca una dieta a los coordinadores y tutores que supervisen a los 
mediadores por su colaboración (una dieta por hora dedicada, por ejemplo) 

5. Que los mediadores que se consoliden como expertos (con unas horas mínimas, incluso 
superar alguna prueba) se les reconoǌca una dieta de ϯϬͬϱϬΦ por sesión͘ 

6. Que en mediación Intrajudicial en función de la materia sean las partes quienes sufraguen 
esa dieta por sesión de los mediadores. 

7. Que se potencie la formación de Equipo técnico, funcionarios y Laj para poder generar 
y/o dirigir unidades de mediación y que puedan asumir los casos más urgentes o graves. 

8. Fomento de la mediación on-line, especialmente en situaciones futuras de nuevos 
confinamientos o restricción de movilidad. 

  
CONCILIACIÓN 
Potenciar la conciliación judicial a cargo de los LAJ (formándoles en técnicas y herramientas 
de negociación y comunicación) y combinarla con mediación cuando el conflicto requiera más 
tiempo y dedicación o la intervención de más personas afectadas. La combinación de ambos 
recursos ya está dando excelentes resultados en la Unidad de Mediación Intrajudicial de 
Murcia.   
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PLAN DE CHOQUE ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA 
 

 
GENERAL 
MEDIDA Nº 3 
 

IDENTIFICACIÓN DE LA MEDIDA: Establecimiento de criterios y/o mecanismos para 
calificación de clases de litigios como de tramitación preferente y urgente. 
 
TIPO DE MEDIDA:   MEDIDA PARA TODOS LOS ÓRDENES JURISDICCIONALES 
 
OBJETIVO DE LA MEDIDA: Esta medida toma como presupuesto la constatación de los 
gravísimos efectos que las medidas adoptadas con ocasión del estado de alarma van a 
producir en el tejido económico, en los puestos de trabajo, las relaciones contractuales, en la 
situación de familias, menores y personas y grupos vulnerables o en riesgo de exclusión social, 
así como en algunos derechos fundamentales y libertades públicas. La Administración de 
Justicia debe ser sensible a la excepcionalidad de la actual coyuntura y establecer criterios y/o 
mecanismos que permitan, con carácter general, otorgar carácter prioritario y urgente a la 
tramitación y resolución de determinadas materias o clases de litigios, en la medida en que 
afecten a los aspectos más sensibles de la vida social o económica o sean más estratégicos 
para la recuperación económica. Se trata de una categoría que ya existe en nuestras leyes 
procesales y que ahora debe actualizarse y adaptarse flexiblemente a la situación actual. Los 
criterios para priorización de asuntos podrán ser en algunos casos de carácter general o 
universal (por ejemplo, ERTES en la jurisdicción laboral, o concursos en la jurisdicción 
mercantil), pero en otros casos podrían tener carácter más local (por ejemplo, por la especial 
incidencia que un sector económico tenga en un territorio). Si para los primeros casos bastaría 
un reconocimiento legal general, en los segundos supuestos podría habilitarse legalmente la 
posibilidad de que las Salas de Gobierno declararan el carácter prioritario o urgente de una 
determinada categoría de litigios o materias (siempre con carácter temporal). La calificación 
como prioritaria de una materia conllevaría no solo su tramitación preferente y urgente, sino 
también la concentración en ella de las medidas de refuerzo y organizativas ordinarias. 
 
COLECTIVOS PROFESIONALES AFECTADOS: Jueces, LAJs, fiscales, abogados, procuradores, 
graduados sociales, mediadores.  
 
ADMINISTRACIONES/COLECTIVOS QUE DEBEN PARTICIPAR EN LA EJECUCIÓN: Ministerio de 
Justicia, CCAA, CPGJ, FGE, colegios profesionales, actores sociales y económicos. 
 
MEDIDAS NECESARIAS PARA LA EJECUCIÓN:  Reformas legislativas en los términos 
expresados en esta propuesta.  
 
ANÁLISIS DE IMPACTO SOBRE LA SITUACIÓN EXISTENTE: Permitiría atender con carácter 
prioritario y urgente cuestiones suscitadas con ocasión de la presente crisis, evitando la 
demora en su resolución que supondría tener que esperar al turno correspondiente de 
entrada, especialmente en situaciones de sobrecarga de pendencia.  
 
ANÁLISIS DE IMPACTO PREVISIBLE SOBRE LA SITUACIÓN FUTURA: Contribuiría decisivamente 
a la solución de los problemas más urgentes planteados durante esta crisis, así como a la 
recuperación económica.  
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DURACIÓN DE LA MEDIDA: TEMPORAL 
 
NIVEL DE PRIORIDAD/URGENCIA:  ALTA   
 
ANEXO:  

 

2. BLOQUE DE MEDIDAS PARA EL ORDEN CIVIL  

 

3. BLOQUE DE MEDIDAS PARA LA ESPECIALIDAD MERCANTIL  

 

4. BLOQUE DE MEDIDAS PARA EL ORDEN PENAL  

 
 
PLAN DE CHOQUE ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA 
 

 
PENAL 
MEDIDA Nº 1 
 

IDENTIFICACIÓN DE LA MEDIDA: SUPRESION DEL ART. 324 LECr 
 
TIPO DE MEDIDA:  MEDIDA PARA EL ORDEN JURISDICCIONAL PENAL 
 
OBJETIVO DE LA MEDIDA: Evitar los traslados de las partes con las resoluciones que ello 
conlleva, del control de vencimiento del plazo de 6 meses para instruir con el tiempo que ello 
conlleva de revisión de todas las causas de forma permanente, evitar dictado de autos 
resolviendo sobre la complejidad, evitar recursos contra los autos resolviendo sobre la 
complejidad y sus prórrogas. El Código Penal ya tiene prevista la atenuante de dilación 
indebida para los casos injustificados de retrasos, además de otras medidas de carácter 
reglamentario. Se evitaría que causas de especial trascendencia puedan decaer por no 
haberse instruido en un plazo corto si no se ha dictado auto de complejidad, teniendo en 
cuenta que se están computando plazos de comienzo de instrucción en las causas que se 
reciben por inhibición, con lo que dado que la agenda ahora estará más llena llevaría la 
medida perversa de tener que dar más traslados de los habituales.  
 
COLECTIVOS PROFESIONALES AFECTADOS:  Ministerio Fiscal, Juzgado: oficina, Juez, LAJ, 
Abogados, Procuradores. 
 
ADMINISTRACIONES/COLECTIVOS QUE DEBEN PARTICIPAR EN LA EJECUCIÓN:  Legislador. 
 
MEDIDAS NECESARIAS PARA LA EJECUCIÓN: Aprobar la derogación del art. 324 de la 
L.E.Criminal. 
 
ANÁLISIS DE IMPACTO SOBRE LA SITUACIÓN EXISTENTE: ALTA.  
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ANÁLISIS DE IMPACTO PREVISIBLE SOBRE LA SITUACIÓN FUTURA: ALTA. 
Se ahorrarían traslados, resoluciones, recursos, afectando no solo al Juzgado de Instrucción 
sino a las Audiencias Provinciales y a la propia celeridad del procedimiento, porque al 
ahorrarse este trámite, se iría más rápido al tener que hacer menos trámites. Se conseguiría 
evitar la impunidad de determinados delitos, estando previsto, medidas para el caso de 
dilaciones (atenuante de dilación indebida, etc). 
 
DURACIÓN DE LA MEDIDA: PERMANENTE 
 
NIVEL DE PRIORIDAD/URGENCIA: ALTA 
 
ANEXO: 
Es fácil de implementar y no tiene coste. 
 

 

 
PLAN DE CHOQUE ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA 
 

 
PENAL 
MEDIDA Nº 2 
 

IDENTIFICACIÓN DE LA MEDIDA: Comarcalización Juzgados de Violencia sobre la Mujer, 
estableciendo un servicio de guardia similar al previsto a partir del acuerdo del CGPJ de 17 de 
julio de 2018 que modifica el Reglamento 1/2005, de 15 de septiembre, de los aspectos 
accesorios de las actuaciones judiciales, en materia de servicio de guardia en los juzgados de 
violencia sobre la mujer. 

TIPO DE MEDIDA:  MEDIDA PARA EL ORDEN JURISDICCIONAL PENAL 
 
OBJETIVO DE LA MEDIDA:  Racionalizar la materia y el uso de recursos escasos para proteger 
a las victimas, unificar criterios y descargar a juzgados mixtos muy colapsados.  
 
COLECTIVOS PROFESIONALES AFECTADOS:  Jueces, LAJ y funcionarios al servicio de la 
Administración de Justicia. 
 
ADMINISTRACIONES/COLECTIVOS QUE DEBEN PARTICIPAR EN LA EJECUCIÓN:  CGPJ, 
Ministerio de Justicia, CCAA, Salas de Gobierno TSJ. 
 
MEDIDAS NECESARIAS PARA LA EJECUCIÓN: Acuerdo CGPJ. 
 
ANÁLISIS DE IMPACTO SOBRE LA SITUACIÓN EXISTENTE: ALTA.  
 
ANÁLISIS DE IMPACTO PREVISIBLE SOBRE LA SITUACIÓN FUTURA: ALTA. 
Atribuyendo a los Juzgados exclusivos en materia de Violencia sobre la mujer los asuntos de 
varios partidos judiciales de su entorno, podría conseguirse:  
1.- Aliviar a los Juzgados Mixtos con funciones en materia de violencia sobre la mujer, que 
podrán concentrar su trabajo. No son solo funciones penales sino también de derecho de 
familia. 
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2.- Reducir el trabajo del Juzgado de guardia.  
3.- Que sea siempre un Juzgado especializado quien conozca de los asuntos de violencia de 
genero. 
Los Juzgados comarcalizados deberían realizar servicio de guardia. 
 
DURACIÓN DE LA MEDIDA: PERMANENTE 
 
NIVEL DE PRIORIDAD/URGENCIA: ALTA 
 

 

 
PLAN DE CHOQUE ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA 
 

 
PENAL 
MEDIDA Nº 3 
 

IDENTIFICACIÓN DE LA MEDIDA: Eliminar el recurso de casación contra las sentencias de las 
audiencias provinciales resolviendo apelaciones contra sentencias de juzgados de lo penal. 

 
TIPO DE MEDIDA:  MEDIDA PARA EL ORDEN JURISDICCIONAL PENAL. 
 
OBJETIVO DE LA MEDIDA:  Evitar dilatar la firmeza de las Sentencias en estas causas que, en 
muchos casos, conlleva que no se puedan respetar los plazos máximos de prisión provisional.  
 
COLECTIVOS PROFESIONALES AFECTADOS:  Jueces, LAJ. 
 
ADMINISTRACIONES/COLECTIVOS QUE DEBEN PARTICIPAR EN LA EJECUCIÓN:  Legislador. 
 
MEDIDAS NECESARIAS PARA LA EJECUCIÓN: Aprobar la supresión de la letra b del art. 847.1 
de la L.E.Criminal. 
 
ANÁLISIS DE IMPACTO SOBRE LA SITUACIÓN EXISTENTE: ALTA.  
 
ANÁLISIS DE IMPACTO PREVISIBLE SOBRE LA SITUACIÓN FUTURA: ALTA. 
 
DURACIÓN DE LA MEDIDA: PERMANENTE. 
 
NIVEL DE PRIORIDAD/URGENCIA: ALTA. 
 
ANEXO: 
Es fácil de implementar y no tiene coste alguno. 
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5. BLOQUE DE MEDIDAS PARA EL ORDEN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO  

 
 
PLAN DE CHOQUE ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA 
 

 
CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
MEDIDA Nº 1 
 

IDENTIFICACIÓN DE LA MEDIDA: Modificación del artículo 62 de la LRJCA, relativo al trámite 
de vista y conclusiones.  
 
TIPO DE MEDIDA: Medida para la jurisdicción contencioso administrativa. 
 
OBJETIVO DE LA MEDIDA: Evitar un trámite procesal absolutamente innecesario en el 
supuesto objeto de la medida. 
 
COLECTIVOS PROFESIONALES AFECTADOS: Jueces y magistrados, Letrados de la 
Administración de Justica, letrados, procuradores. 
 
ADMINISTRACIONES/COLECTIVOS QUE DEBEN PARTICIPAR EN LA EJECUCIÓN:  
Ministerio de Justicia para el impulso de un proyecto de Ley y las Cortes Generales para la 
aprobación de una Ley a tramitar por el procedimiento de urgencia, sin perjuicio de la facultad 
del Gobierno para valorar la concurrencia de circunstancias de extraordinaria y urgente 
necesidad que, en su caso, permitan la aprobación de un Real Decreto-Ley. 
 
MEDIDAS NECESARIAS PARA LA EJECUCIÓN:  
Modificación del artículo 62 de la LJCA 
Redacción actual:  

<<1. Salvo que en esta Ley se disponga otra cosa, las partes podrán solicitar que se celebre 
vista, que se presenten conclusiones o que el pleito sea declarado concluso, sin más trámites, 
para sentencia. 

2. Dicha solicitud habrá de formularse por medio de otrosí en los escritos de demanda o 
contestación o por escrito presentado en el plazo de cinco días contados desde que se 
notifique la diligencia de ordenación declarando concluso el período de prueba. 

3. El Secretario judicial proveerá según lo que coincidentemente hayan solicitado las partes. 
En otro caso, sólo acordará la celebración de vista o la formulación de conclusiones escritas 
cuando lo solicite el demandante o cuando, habiéndose practicado prueba, lo solicite 
cualquiera de las partes; todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 
61. 

4. Si las partes no hubieran formulado solicitud alguna el Juez o Tribunal, excepcionalmente, 
atendida la índole del asunto, podrá acordar la celebración de vista o la formulación de 
conclusiones escritas>>. 

Redacción propuesta: 
<<1. Las partes podrán solicitar la celebración de vista o la presentación de conclusiones 
únicamente en aquellos asuntos en que se haya practicado prueba distinta de la documental.  
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2. Dicha solicitud habrá de formularse por medio de escrito presentado en el plazo de cinco 
días contados desde que se notifique la diligencia de ordenación declarando concluso el 
período de prueba. 

2. El Letrado de la Administración de Justicia proveerá según lo que coincidentemente hayan 
solicitado las partes, o la formulación de conclusiones escritas cuando lo solicite el 
demandante. Sólo en caso de pedirlo todas las partes se celebrará vista. 

3.  Si las partes no hubieran formulado solicitud alguna el Juez o Tribunal, excepcionalmente, 
atendida la índole del asunto, podrá acordar la formulación de conclusiones escritas>>. 

 
ANÁLISIS DE IMPACTO SOBRE LA SITUACIÓN EXISTENTE: 

a) Impacto económico: esta medida no tiene impacto económico. 
b) Impacto organizativo: la medida no requiere la aplicación de medios humanos o 

materiales adicionales. 
c) Impacto normativo: la medida no requiere concordancia con otras normas procesales 

diferentes de aquellas cuyo régimen transitorio se regula. Se aplicaría norma general 
prevista en la Disposición Transitoria Décima. 

 
ANÁLISIS DE IMPACTO PREVISIBLE SOBRE LA SITUACIÓN FUTURA: 
Permitirá agilizar el procedimiento ordinario, en un período aproximado de un mes, 
dependiendo de las partes personadas en el proceso. La preferencia del trámite de 
conclusiones sobre celebración de vista supone también una agilización en el proceso, 
evitando incrementos y alargamiento en el tiempo de vistas en la agenda de señalamientos 
del juez. Exige control de asuntos previos al referido trámite procesal por el Servicio Común 
Procesal, para su identificación y cuantificación.  
 
DURACIÓN DE LA MEDIDA: permanente 
 
NIVEL DE PRIORIDAD/URGENCIA: alta 
 
ANEXO: 
 

 

 
PLAN DE CHOQUE ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA 
 

 
CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
MEDIDA Nº 2 
 

IDENTIFICACIÓN DE LA MEDIDA:  Modificación del artículo 106 de la LJCA  
 
TIPO DE MEDIDA: Medida para la jurisdicción contencioso administrativa 
 
OBJETIVO DE LA MEDIDA: Agilizar la ejecución de sentencias que condenen al pago a la 
Administración de cantidad líquida en asuntos en que se hayan resuelto cuestiones derivadas 
de la situación de emergencia sanitaria por COVID 19.  
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COLECTIVOS PROFESIONALES AFECTADOS: Jueces, magistrados, Letrados de la 
Administración de Justicia, letrados, procuradores y Administraciones Públicas. 
 
ADMINISTRACIONES/COLECTIVOS QUE DEBEN PARTICIPAR EN LA EJECUCIÓN:  
Ministerio de Justicia para el impulso de un proyecto de Ley y las Cortes Generales para la 
aprobación de una Ley a tramitar por el procedimiento de urgencia, sin perjuicio de la facultad 
del Gobierno para valorar la concurrencia de circunstancias de extraordinaria y urgente 
necesidad que, en su caso, permitan la aprobación de un Real Decreto-Ley. 
 
MEDIDAS NECESARIAS PARA LA EJECUCIÓN:  
Modificación del artículo 106.1, 3 y 4 de la LJCA. 
Redacción actual:  

1. <<1. Cuando la Administración fuere condenada al pago de cantidad líquida, el órgano 
encargado de su cumplimiento acordará el pago con cargo al crédito correspondiente de su 
presupuesto que tendrá siempre la consideración de ampliable. Si para el pago fuese 
necesario realizar una modificación presupuestaria, deberá concluirse el procedimiento 
correspondiente dentro de los tres meses siguientes al día de notificación de la resolución 
judicial.  
3. No obstante lo dispuesto en el artículo 104.2, transcurridos tres meses desde que la 
sentencia firme sea comunicada al órgano que deba cumplirla, se podrá instar la ejecución 
forzosa. En este supuesto, la autoridad judicial, oído el órgano encargado de hacerla efectiva, 
podrá incrementar en dos puntos el interés legal a devengar, siempre que apreciase falta de 
diligencia en el cumplimiento. 

4. Si la Administración condenada al pago de cantidad estimase que el cumplimiento de la 
sentencia habría de producir trastorno grave a su Hacienda, lo pondrá en conocimiento del 
Juez o Tribunal acompañado de una propuesta razonada para que, oídas las partes, se 
resuelva sobre el modo de ejecutar la sentencia en la forma que sea menos gravosa para 
aquélla>>. 

Redacción propuesta: 

<<1. Cuando la Administración fuere condenada al pago de cantidad líquida, el órgano 
encargado de su cumplimiento acordará el pago con cargo al crédito correspondiente de su 
presupuesto que tendrá siempre la consideración de ampliable. Si para el pago fuese 
necesario realizar una modificación presupuestaria, deberá concluirse el procedimiento 
correspondiente dentro del mes siguiente al día de notificación de la resolución judicial.  

3. No obstante lo dispuesto en el artículo 104.2, transcurridos dos meses desde que la 
sentencia firme sea comunicada al órgano que deba cumplirla, se podrá instar la ejecución 
forzosa. En este supuesto, la autoridad judicial, incrementará en dos puntos el interés legal a 
devengar>>.  

4. Se suprime. 

 

ANÁLISIS DE IMPACTO SOBRE LA SITUACIÓN EXISTENTE: 
d) Impacto económico: esta medida tiene impacto económico, que no es posible 

cuantificar. 
e) Impacto organizativo: la medida no requiere la aplicación de medios humanos o 

materiales adicionales. 
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f) Impacto normativo: la medida no requiere concordancia con otras normas procesales 
Se aplicaría a los asuntos que se inicien tras la entrada en vigor de la norma. 
 

ANÁLISIS DE IMPACTO PREVISIBLE SOBRE LA SITUACIÓN FUTURA: 
Permitirá que aquellas personas que se hayan visto especialmente afectadas por situaciones 
derivadas de la pandemia por COVID- 19 puedan ver reparadas de forma rápida los perjuicios 
económicos sufridos, u obtener medios económicos necesarios para su retorno a situaciones 
anteriores. Las situaciones pueden ser múltiples, y por tanto, imposibles de prever en su 
totalidad, así como cuantificar asuntos, pero la medida va a tener el efecto positivo de 
restituir con la mayor rapidez los efectos económicos negativos que para las personas físicas 
o jurídicas haya producido esta situación de emergencia sanitaria. Así, en materia de 
responsabilidad patrimonial, retribuciones complementarias, ayudas públicas, devolución de 
ingresos indebidos en materia de tributos o seguridad social, regularizaciones tributarias, 
todo ello en el ámbito señalado, sin que esta modificación afecte a asuntos ajenos a la 
pandemia. 
 
DURACIÓN DE LA MEDIDA: temporal, hasta que finalicen asuntos que tengan relación con la 
pandemia. 
 
NIVEL DE PRIORIDAD/URGENCIA: alta  
 
ANEXO: 
 

 

6. BLOQUE DE MEDIDAS PARA EL ORDEN SOCIAL  

 
 
PLAN DE CHOQUE ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA 
 

 
SOCIAL 
MEDIDA Nº 1 
 

IDENTIFICACIÓN DE LA MEDIDA:  Aportación de la prueba documental EN LOS PROCESOS QUE 
NO TENGAN CARÁCTER URGENTE, tanto por la parte demandante como por la demandada, 
de la prueba documental con una antelación de 15 días a la fecha de celebración del juicio. 
 
TIPO DE MEDIDA.  MEDIDA PARA EL ORDEN JURISDICCIONAL SOCIAL. 
 
OBJETIVO DE LA MEDIDA:  Acortar la duración de los juicios. La aportación en el acto del juicio 
da lugar a importantes tiempos de espera para que las partes examinen la prueba documental 
a efectos de su posible impugnación. 
 
COLECTIVOS PROFESIONALES AFECTADOS:  Jueces, Abogados, Procuradores, Graduados 
Sociales, LAJ 
 
ADMINISTRACIONES/COLECTIVOS QUE DEBEN PARTICIPAR EN LA EJECUCIÓN:  
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MEDIDAS NECESARIAS PARA LA EJECUCIÓN:  Todos los artículos referidos a la aportación y 
práctica de la prueba documental. 
 
ANÁLISIS DE IMPACTO SOBRE LA SITUACIÓN EXISTENTE 
 
ANÁLISIS DE IMPACTO PREVISIBLE SOBRE LA SITUACIÓN FUTURA 
 
DURACIÓN DE LA MEDIDA:  PERMANENTE. 
 
NIVEL DE PRIORIDAD/URGENCIA:  MEDIA. 
 
ANEXO: La medida debería de aplicarse exigiendo en los procesos que no tengan carácter 
urgente, la contestación escrita de la demanda. Ello facilita el estudio previo por parte del 
juez y, por tanto, facilita la sentencia͟ in ǀoce͟. 
 

 

 
PLAN DE CHOQUE ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA 
 

 
SOCIAL 
MEDIDA Nº 2 
 

IDENTIFICACIÓN DE LA MEDIDA:  Crear un nuevo proceso intermedio entre el ordinario para 
la reclamación de cantidades y el monitorio, para relaciones laborales cuya existencia no se 
discute y en las que se reclame el pago de cantidades. El proceso se inicia con demanda 
ordinaria a la que se debe acompañar toda la prueba documental. De la demanda y 
documentos acompañados se da traslado a las partes demandadas, con inclusión del Fogasa, 
dándoles un plazo para personarse en el proceso y anunciar que se van a oponer. Si 
transcurrido ese plazo no hay anuncio de oposición, los autos quedan conclusos para 
sentencia, pudiendo el juez interpretar la inactividad de la parte demandada como admisión 
tacita de los hechos de la demanda. Si las partes demandadas anuncian su oposición, se cita 
a las partes a conciliación y a juicio. Cabe la posibilidad de exigir a las partes que, con ocasión 
del anuncio de la oposición, contesten a la demanda y aporten la prueba documental. 
 
TIPO DE MEDIDA: MEDIDA PARA EL ORDEN JURISDICCIONAL SOCIAL 
 
OBJETIVO DE LA MEDIDA:   
 
COLECTIVOS PROFESIONALES AFECTADOS 
 
ADMINISTRACIONES/COLECTIVOS QUE DEBEN PARTICIPAR EN LA EJECUCIÓN 
 
MEDIDAS NECESARIAS PARA LA EJECUCIÓN 
 
ANÁLISIS DE IMPACTO SOBRE LA SITUACIÓN EXISTENTE 
 
ANÁLISIS DE IMPACTO PREVISIBLE SOBRE LA SITUACIÓN FUTURA 
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DURACIÓN DE LA MEDIDA PERMANENTE 
 
NIVEL DE PRIORIDAD/URGENCIA: MEDIA. 
 
ANEXO: Esta medida sería compatible, con algunos retoques, con la modificación que se 
propone del proceso monitorio en el punto 6.21. 
 

 


